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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS 
ARTÍCULOS 49, 50 Y 52; Y SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 52 BIS, 52 TER, 52 
QUÁTER, 52 QUINQUIES, 52 SEXIES Y 52 SEPTIES A LA LEY GENERAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, EN MATERIA DE USO 
OBLIGATORIO DE CÁMARAS CORPORALES PARA LAS INSTITUCIONES 
POLICIALES, EVIDENCIA DIGITAL, TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE 
CUENTAS Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
 
El suscrito Dip. Armando Corona Arvizu, integrante del Grupo Parlamentario de 
MORENA e integrante de la LXVI  Legislatura de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 55, fracción Il, del Reglamento para el Gobierno Interior del 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración la 

presente: INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN LOS ARTÍCULOS 49, 50 Y 52; Y SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 
52 BIS, 52 TER, 52 QUÁTER, 52 QUINQUIES, 52 SEXIES Y 52 SEPTIES A LA 
LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, EN 
MATERIA DE USO OBLIGATORIO DE CÁMARAS CORPORALES PARA LAS 
INSTITUCIONES POLICIALES, EVIDENCIA DIGITAL, TRANSPARENCIA, 
RENDICIÓN DE CUENTAS Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS,   al 

tenor de la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 
 

La seguridad pública constituye uno de los pilares fundamentales sobre los cuales 

descansa la estabilidad democrática, la gobernabilidad y el desarrollo de cualquier 

Estado constitucional de derecho. En el caso mexicano, la protección de la vida, la 

integridad, el patrimonio y las libertades de las personas representa una obligación 

ineludible del Estado, misma que encuentra sustento en el artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que la 

seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades 

federativas y los municipios, comprendiendo la prevención de los delitos, la 
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investigación y persecución de los mismos, así como la sanción de las infracciones 

administrativas, debiendo actuar las instituciones encargadas de esta función bajo 

los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto irrestricto a los derechos humanos. 

 

Bajo esta premisa constitucional, la consolidación de instituciones policiales cada 

vez más profesionales, transparentes, cercanas a la ciudadanía y sujetas a 

mecanismos modernos de rendición de cuentas constituye uno de los mayores 

desafíos que enfrenta el Estado mexicano. La evolución de la delincuencia, el 

crecimiento de los fenómenos criminales, el desarrollo tecnológico y la creciente 

exigencia social de contar con instituciones confiables obligan al Poder Legislativo a 

actualizar permanentemente el marco jurídico que regula la actuación policial, 

incorporando herramientas tecnológicas que permitan fortalecer el desempeño 

institucional, incrementar la transparencia y brindar mayores garantías tanto a la 

ciudadanía como a las y los integrantes de las corporaciones policiales. 

 

En los últimos años, México ha realizado importantes esfuerzos para fortalecer las 

capacidades institucionales de los cuerpos de seguridad mediante procesos de 

profesionalización, certificación, capacitación especializada, homologación de 

procedimientos y fortalecimiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública. No 

obstante, el propio dinamismo de los fenómenos delictivos exige que dichos 

esfuerzos evolucionen constantemente hacia esquemas de innovación tecnológica 

que permitan documentar objetivamente las actuaciones policiales, generar 

evidencia digital confiable y fortalecer los mecanismos de supervisión institucional. 

 

La presente iniciativa parte de una realidad incuestionable: toda actuación policial 

implica el ejercicio de facultades de autoridad frente a las personas. Dichas 

actuaciones, por su propia naturaleza, deben encontrarse permanentemente sujetas 

a mecanismos eficaces de control, supervisión y transparencia que permitan 

verificar que el uso de la fuerza, las detenciones, las inspecciones preventivas, los 

aseguramientos, las persecuciones, los operativos y demás intervenciones policiales 

2 



 
LIC. ARMANDO CORONA ARVIZU 

 DIPUTADO FEDERAL 
se desarrollen conforme a los principios constitucionales que rigen la función 

pública. 

 

Sin embargo, la ausencia de mecanismos tecnológicos de registro objetivo continúa 

representando un área de oportunidad para el fortalecimiento institucional. En 

múltiples ocasiones, las investigaciones relacionadas con abusos de autoridad, 

denuncias por uso excesivo de la fuerza o procedimientos disciplinarios dependen 

exclusivamente de testimonios entre las personas involucradas, dificultando el 

esclarecimiento de los hechos y retrasando la impartición de justicia. De igual forma, 

no debe perderse de vista que miles de mujeres y hombres que integran las 

instituciones policiales desempeñan diariamente su labor con profesionalismo, 

legalidad y compromiso con la ciudadanía, enfrentándose en ocasiones a denuncias 

infundadas o acusaciones que, ante la inexistencia de evidencia objetiva, resultan 

complejas de desvirtuar. 

 

En este sentido, la utilización de cámaras corporales representa una herramienta 

tecnológica que beneficia simultáneamente a la ciudadanía, a las instituciones 

policiales y al propio sistema de procuración e impartición de justicia. Lejos de 

concebirse como un mecanismo de vigilancia hacia los elementos policiales, debe 

entenderse como un instrumento de fortalecimiento institucional que genera certeza 

jurídica para todas las partes involucradas durante una intervención policial. 

 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre 
Seguridad Pública (ENVIPE) 2024, elaborada por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI), la percepción de inseguridad continúa siendo una 

de las principales preocupaciones de la población mexicana, ubicándose incluso por 

encima de temas relacionados con el desempleo o la situación económica familiar. 

Asimismo, el estudio identifica que una parte importante de la población mantiene 

reservas respecto de la confianza en diversas instituciones encargadas de la 

seguridad pública, situación que evidencia la necesidad de continuar fortaleciendo 

los mecanismos institucionales de transparencia, supervisión y rendición de 

cuentas. 
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Por otra parte, la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ENSU), 
también elaborada por el INEGI, ha mostrado de manera consistente que la 

percepción de inseguridad en espacios públicos continúa representando uno de los 

principales retos para las autoridades de los tres órdenes de gobierno. Si bien 

durante los últimos años se han observado avances importantes en diversas 

regiones del país derivados de las estrategias de coordinación institucional, 

prevención social del delito y fortalecimiento de capacidades policiales, la propia 

encuesta demuestra que la ciudadanía demanda instituciones cada vez más 

profesionales, transparentes y cercanas a la población. 

 

Esta realidad obliga a entender que la seguridad pública no puede medirse 

únicamente mediante indicadores de incidencia delictiva. La confianza ciudadana 

constituye igualmente un componente esencial para evaluar la eficacia institucional. 

Una policía profesional no solamente debe ser eficiente en el combate a la 

delincuencia; también debe ser una institución cuya actuación pueda ser verificada 

objetivamente, documentada técnicamente y sometida permanentemente al 

escrutinio institucional conforme a los principios democráticos. 

 

En este contexto, la presente iniciativa busca incorporar al marco jurídico mexicano 

una herramienta tecnológica ampliamente utilizada en diversas democracias 

consolidadas: las cámaras corporales o Body Worn Cameras. Estos dispositivos 

permiten registrar en tiempo real las actuaciones policiales mediante sistemas 

audiovisuales portátiles instalados en el uniforme del personal operativo, generando 

evidencia digital que puede ser utilizada tanto para fortalecer investigaciones 

penales como para proteger los derechos humanos de las personas y salvaguardar 

la actuación legal de los propios elementos policiales. 

 

Diversos estudios internacionales han demostrado que la implementación adecuada 

de cámaras corporales contribuye a incrementar la transparencia institucional, 

fortalecer la calidad probatoria de las investigaciones y mejorar la interacción entre 

ciudadanía y policía.  
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El College of Policing del Reino Unido, autoridad encargada de establecer 

estándares nacionales para las fuerzas policiales británicas, ha señalado que el uso 

de cámaras corporales favorece la obtención de evidencia objetiva, incrementa la 

calidad de las investigaciones y fortalece la confianza pública cuando su utilización 

se encuentra regulada mediante protocolos claros de activación, almacenamiento y 

protección de datos personales. 

 

De igual manera, la Police Executive Research Forum (PERF) de los Estados 

Unidos ha documentado que las cámaras corporales constituyen una herramienta 

de gestión institucional que facilita la supervisión policial, fortalece los procesos 

disciplinarios, mejora la capacitación de los elementos mediante la revisión de 

actuaciones reales y permite resolver con mayor rapidez investigaciones 

relacionadas con el desempeño policial. 

 

Es importante destacar que la presente iniciativa no parte de una visión punitiva 

respecto de las instituciones policiales. Por el contrario, reconoce plenamente el 

compromiso, profesionalismo y vocación de servicio de miles de mujeres y hombres 

que diariamente arriesgan su integridad para proteger a la población mexicana. 

Precisamente por ello, resulta indispensable dotarlos de herramientas tecnológicas 

que también protejan su actuación profesional frente a denuncias falsas, 

acusaciones infundadas o controversias derivadas de intervenciones complejas. 

 

Asimismo, esta propuesta legislativa es plenamente congruente con el proceso de 

fortalecimiento institucional impulsado por el Estado mexicano en materia de 

seguridad pública. Bajo el liderazgo de la Presidenta Constitucional de los Estados 

Unidos Mexicanos, Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, la Estrategia Nacional de 

Seguridad Pública ha enfatizado la importancia de consolidar instituciones más 

profesionales, coordinadas, tecnológicamente fortalecidas y cercanas a la 

ciudadanía. En ese sentido, la incorporación de cámaras corporales no constituye 

una medida aislada, sino una herramienta complementaria que contribuye a 

robustecer las capacidades institucionales de las corporaciones policiales, fortalecer 
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la transparencia gubernamental, mejorar la calidad de la evidencia en las 

investigaciones y consolidar un modelo de seguridad pública basado en la legalidad, 

la innovación tecnológica y el respeto irrestricto a los derechos humanos. 

 

La experiencia internacional demuestra que la incorporación de herramientas 

tecnológicas en las actuaciones policiales constituye una de las medidas más 

eficaces para fortalecer simultáneamente la protección de los derechos humanos, la 

confianza ciudadana y la eficiencia operativa de las instituciones encargadas de la 

seguridad pública. En los últimos años, diversos países han transitado hacia 

modelos de policía sustentados en evidencia tecnológica, entendiendo que el 

desarrollo de la función policial exige mecanismos objetivos que permitan 

documentar cada intervención, reducir espacios de discrecionalidad y brindar 

certeza jurídica tanto a la ciudadanía como a las y los servidores públicos 

encargados de hacer cumplir la ley. 

 

Uno de los casos más representativos corresponde al Reino Unido, país 

considerado referente internacional en materia de profesionalización policial. El 

College of Policing, organismo encargado de establecer los estándares nacionales 

para las fuerzas policiales británicas, ha documentado que la utilización de cámaras 

corporales ha permitido fortalecer significativamente la calidad de las 

investigaciones criminales, mejorar la obtención de evidencia audiovisual y 

robustecer la transparencia institucional. De acuerdo con dicho organismo, el uso de 

estos dispositivos facilita la reconstrucción objetiva de los hechos, incrementa la 

confianza pública en las actuaciones policiales y contribuye a reducir controversias 

derivadas de intervenciones en las que anteriormente únicamente existían 

testimonios contradictorios. (College of Policing, Body-Worn Video Guidance.) 
 

De igual manera, el Home Office del Reino Unido ha señalado que la utilización de 

sistemas de videograbación corporal representa una herramienta fundamental para 

fortalecer la rendición de cuentas y mejorar la calidad probatoria en procedimientos 

judiciales, particularmente en aquellos casos relacionados con violencia familiar, 

violencia de género, alteraciones al orden público y delitos cometidos en flagrancia, 
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donde la evidencia audiovisual permite acreditar con mayor precisión las 

circunstancias en que ocurrieron los hechos. (Home Office, Police Body Worn 
Video Guidance.) 
 

En los Estados Unidos de América, múltiples departamentos policiales han 

incorporado desde hace varios años el uso obligatorio de cámaras corporales como 

parte de sus protocolos operativos. La Police Executive Research Forum (PERF) 
ha destacado que dichos dispositivos han permitido mejorar la supervisión 

institucional, fortalecer la capacitación policial mediante el análisis de actuaciones 

reales y reducir significativamente el tiempo destinado a investigaciones internas 

relacionadas con presuntas irregularidades durante intervenciones policiales. 

(Police Executive Research Forum (PERF), Implementing a Body-Worn Camera 
Program) 
 

Asimismo, el National Institute of Justice, perteneciente al Departamento de Justicia 

de los Estados Unidos, ha identificado que las cámaras corporales generan 

evidencia audiovisual de alta calidad para la investigación criminal, favorecen una 

mayor transparencia institucional y constituyen una herramienta de apoyo para los 

Ministerios Públicos y órganos jurisdiccionales al momento de valorar la legalidad de 

las actuaciones policiales. (National Institute of Justice, Research on Body-Worn 
Cameras). 
 

En Canadá, diversas corporaciones policiales provinciales han implementado 

programas de videograbación corporal orientados a fortalecer la confianza pública 

en las instituciones de seguridad, estableciendo protocolos específicos sobre 

protección de datos personales, almacenamiento de información, acceso restringido 

a las grabaciones y mecanismos de supervisión independientes. Por su parte, en 

Australia, distintos cuerpos policiales estatales emplean cámaras corporales como 

parte de sus procedimientos ordinarios de actuación, especialmente durante 

detenciones, cumplimiento de órdenes judiciales, operativos de alto riesgo y 

atención de incidentes que impliquen el posible uso de la fuerza. 
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Lo anterior permite advertir que la tendencia internacional no consiste únicamente 

en incorporar dispositivos tecnológicos, sino en establecer un marco jurídico integral 

que regule de manera clara las obligaciones de activación, conservación, resguardo, 

acceso y utilización de la información obtenida mediante dichos sistemas. En 

consecuencia, la presente iniciativa no pretende únicamente imponer la utilización 

de cámaras corporales, sino construir un régimen jurídico completo que otorgue 

certeza tanto a la ciudadanía como a las instituciones policiales respecto del 

tratamiento legal de las grabaciones. 

 

En el ámbito nacional, si bien algunas entidades federativas y municipios han 

desarrollado programas piloto para la utilización de cámaras corporales, 

actualmente no existe una regulación general, homogénea y obligatoria que 

establezca criterios mínimos para todas las Instituciones Policiales del país. Esta 

ausencia normativa genera diferencias importantes entre corporaciones, provocando 

que el uso de estos dispositivos dependa de decisiones administrativas locales, 

disponibilidad presupuestaria o criterios internos que, en muchos casos, carecen de 

uniformidad. 

 

La inexistencia de una regulación nacional también produce incertidumbre respecto 

de aspectos esenciales como el momento en que debe iniciarse la grabación, el 

tiempo durante el cual deberán conservarse los archivos audiovisuales, las 

autoridades facultadas para acceder a dicha información, los mecanismos para 

garantizar la cadena de custodia digital y las responsabilidades derivadas de la 

manipulación indebida del material videográfico. Tales vacíos normativos pueden 

comprometer el valor probatorio de las grabaciones y dificultar su utilización en 

investigaciones penales, procedimientos administrativos o procesos jurisdiccionales. 

 

Por ello, resulta indispensable que el Congreso de la Unión establezca una 

regulación general que permita homologar criterios en todo el territorio nacional, 

garantizando que las instituciones policiales actúen bajo estándares mínimos 

comunes que fortalezcan la coordinación prevista en el Sistema Nacional de 
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Seguridad Pública. La homologación normativa permitirá que la evidencia digital 

obtenida mediante cámaras corporales pueda incorporarse con mayor certeza 

jurídica a las carpetas de investigación, facilite el trabajo del Ministerio Público y 

fortalezca la actuación de las autoridades jurisdiccionales al momento de valorar los 

elementos de prueba. 

 

Desde una perspectiva de derechos humanos, esta iniciativa también responde a 

las recomendaciones formuladas por diversos organismos nacionales e 

internacionales que han señalado la importancia de fortalecer los mecanismos de 

supervisión sobre el uso legítimo de la fuerza. La videograbación de las actuaciones 

policiales no sustituye la capacitación, la profesionalización ni los controles internos; 

por el contrario, constituye un instrumento complementario que fortalece dichos 

mecanismos y permite verificar objetivamente el cumplimiento de los principios de 

legalidad, necesidad, proporcionalidad, racionalidad y oportunidad que deben regir 

toda intervención policial. 

 

Es importante precisar que la propuesta legislativa respeta plenamente el derecho a 

la privacidad y la protección de datos personales reconocido por los artículos 6 y 16 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, las 

grabaciones obtenidas mediante cámaras corporales únicamente podrán utilizarse 

para fines legalmente previstos, tales como investigaciones ministeriales, 

procedimientos administrativos, control disciplinario, supervisión institucional, 

protección de derechos humanos o cumplimiento de resoluciones judiciales, 

prohibiéndose expresamente cualquier utilización distinta o difusión indebida de las 

imágenes obtenidas durante las actuaciones policiales. 

 

En el mismo sentido, la iniciativa incorpora disposiciones dirigidas a garantizar la 

autenticidad, integridad y conservación de la evidencia digital, estableciendo 

obligaciones específicas para evitar la alteración, destrucción, manipulación o 

eliminación de las grabaciones. Estas previsiones resultan indispensables para 

preservar la cadena de custodia digital y asegurar que el material audiovisual pueda 

ser valorado conforme a las reglas procesales aplicables. 
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Lejos de representar una carga administrativa para las corporaciones policiales, el 

uso de cámaras corporales constituye una inversión institucional que fortalece la 

profesionalización policial, mejora la calidad de las investigaciones y genera mayor 

certeza jurídica para todas las partes involucradas. Una actuación policial 

documentada objetivamente protege a la ciudadanía frente a posibles excesos, pero 

también protege a las y los policías que cumplen su deber con apego a la ley, 

evitando que denuncias infundadas o versiones contradictorias afecten injustamente 

su desempeño profesional. 

 

Por estas razones, la presente reforma propone incorporar el uso obligatorio de 

cámaras corporales como una función inherente al servicio policial, armonizando 

esta obligación con los principios constitucionales que rigen la seguridad pública y 

con el proceso de modernización institucional que impulsa el Estado mexicano. Su 

implementación gradual permitirá que las instituciones de seguridad pública 

fortalezcan sus capacidades tecnológicas conforme a su disponibilidad 

presupuestaria, garantizando al mismo tiempo que la innovación tecnológica se 

traduzca en mayores niveles de transparencia, confianza ciudadana, protección de 

los derechos humanos y eficacia en la procuración de justicia. 

 

 

En este sentido, la modernización de las instituciones policiales no puede 

entenderse únicamente como la adquisición de equipo táctico, vehículos o 

infraestructura. La verdadera profesionalización implica incorporar mecanismos 

tecnológicos que permitan fortalecer la transparencia institucional, documentar 

objetivamente el actuar de los cuerpos policiales y proporcionar elementos de 

prueba confiables que faciliten la investigación de hechos posiblemente constitutivos 

de delito, la supervisión administrativa y la tutela efectiva de los derechos 

fundamentales. 
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Finalmente, la reforma propuesta responde a una visión de Estado que reconoce 

que la seguridad pública y la protección de los derechos humanos no son objetivos 

contrapuestos, sino complementarios. Una institución policial más transparente, 

mejor equipada y sujeta a mecanismos modernos de rendición de cuentas fortalece 

la legitimidad del Estado, incrementa la confianza ciudadana y contribuye a 

consolidar un sistema de seguridad pública más eficaz, profesional y cercano a la 

sociedad.  

 

Por ello, la iniciativa propone reformar los artículos 49, 50 y 52 de la Ley General del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, con el objeto de incorporar expresamente 

como obligación funcional de las instituciones policiales federales, estatales y 

municipales el uso de cámaras corporales durante el ejercicio de sus atribuciones. 

La incorporación de esta obligación dentro del catálogo de funciones de las 

instituciones policiales responde a la naturaleza operativa de la medida, pues el uso 

de estos dispositivos constituye una herramienta directamente vinculada con el 

desarrollo cotidiano de las actuaciones policiales y con el cumplimiento de los 

principios constitucionales previstos en el artículo 21 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

 

De igual forma, la iniciativa propone adicionar los artículos 52 Bis, 52 Ter, 52 Quáter, 

52 Quinquies, 52 Sexies y 52 Septies, mediante los cuales se establece un régimen 

jurídico especializado que regula de manera precisa el funcionamiento de las 

cámaras corporales dentro de las instituciones policiales. Esta regulación busca 

evitar vacíos normativos que puedan comprometer la eficacia de la medida o 

generar incertidumbre jurídica respecto de la utilización de las grabaciones 

obtenidas durante las actuaciones policiales. 

 

Finalmente, esta Soberanía tiene la oportunidad de impulsar una reforma que 

responda a las exigencias de una sociedad cada vez más participativa, informada y 

comprometida con el fortalecimiento de las instituciones democráticas.  
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La ciudadanía demanda cuerpos policiales cercanos, profesionales, transparentes y 

respetuosos de los derechos humanos; al mismo tiempo, las y los policías requieren 

herramientas que protejan su actuación cuando ésta se desarrolla conforme a la ley.  

 

La incorporación obligatoria de cámaras corporales representa un punto de 

convergencia entre ambos intereses, al generar condiciones de mayor certeza 

jurídica, objetividad y confianza recíproca. 

 

En un contexto en el que el Estado mexicano continúa fortaleciendo sus 

capacidades institucionales para garantizar la paz, la seguridad y el acceso a la 

justicia, esta reforma constituye una medida responsable, técnicamente viable y 

jurídicamente consistente. Su implementación contribuirá a consolidar un modelo de 

seguridad pública sustentado en la legalidad, la transparencia, la innovación 

tecnológica y el respeto irrestricto a los derechos humanos, fortaleciendo las 

capacidades de las instituciones policiales y reafirmando el compromiso del Poder 

Legislativo con la construcción de un México más seguro, más justo y con 

instituciones cada vez más confiables al servicio de la sociedad. 

 

 

PARA MAYOR CLARIDAD SE PRESENTA EL SIGUIENTE CUADRO 
COMPARATIVO DE LA PROPUESTA DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN LOS ARTÍCULOS 49, 50 Y 52; Y SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 
52 BIS, 52 TER, 52 QUÁTER, 52 QUINQUIES, 52 SEXIES Y 52 SEPTIES A LA 
LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA: 
 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

TEXTO VIGENTE. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN. 

Capítulo II 
Instituciones Policiales 

 
Artículo 49. Los cuerpos de policía de la Secretaría, de sus 
órganos administrativos desconcentrados, de la Fiscalía 
General de la República y de la Guardia Nacional se 

Capítulo II 
Instituciones Policiales 

 
Artículo 49. Los cuerpos de policía de la Secretaría, de sus 
órganos administrativos desconcentrados, de la Fiscalía 
General de la República y de la Guardia Nacional se 
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consideran Instituciones Policiales de la Federación, y tienen 
las siguientes funciones: 
 
I al VII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 50. Las Instituciones Policiales de las entidades 
federativas tendrán las siguientes funciones: 
 
I al XII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 52. Las Instituciones Policiales de los municipios, 
cuando cuenten con ellas y de conformidad con la legislación 
local aplicable, tendrán las siguientes funciones: 
 
I al V. … 
 

consideran Instituciones Policiales de la Federación, y tienen 
las siguientes funciones: 
 
I al VI. … 
 
VII. Portar y activar dispositivos de videograbación 
corporal durante las actuaciones policiales previstas en 
esta Ley, conforme a los principios de legalidad, 
objetividad, profesionalismo, respeto a los derechos 
humanos, protección de datos personales y cadena de 
custodia digital. 
 
VIII. Aquellas otras que establezca la demás legislación 
aplicable. 
 
 
 
 
Artículo 50. Las Instituciones Policiales de las entidades 
federativas tendrán las siguientes funciones: 
 
I al XI. … 
 
XII. Portar y activar dispositivos de videograbación 
corporal durante toda actuación policial. 
 
XIII. Las establecidas en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales y demás normas aplicables. 
 
 
 
Artículo 52. Las Instituciones Policiales de los municipios, 
cuando cuenten con ellas y de conformidad con la legislación 
local aplicable, tendrán las siguientes funciones: 
 
I al IV. … 
 
V. Portar y activar dispositivos de videograbación corporal 
durante la prestación del servicio policial y en cualquier 
intervención en la que exista contacto con particulares. 
 
VI. Las demás establecidas en otra normativa aplicable. 
 
 
Artículo 52 BIS. Uso obligatorio de cámaras corporales. 
 
Las Instituciones Policiales de la Federación, de las 
entidades federativas y de los municipios deberán dotar, 
de manera gradual y conforme a la disponibilidad 
presupuestaria, de cámaras corporales portátiles a las 
personas integrantes operativas de sus corporaciones. 
 
Las cámaras corporales tendrán por objeto: 
 
I. Documentar objetivamente las actuaciones policiales; 
 
II. Garantizar el respeto a los derechos humanos durante 
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el ejercicio de la función policial; 
 
III. Fortalecer la legalidad, transparencia y rendición de 
cuentas; 
 
IV. Proteger la integridad jurídica tanto de la ciudadanía 
como de las personas integrantes de las Instituciones 
Policiales; 
 
V. Constituir evidencia digital para la investigación de 
hechos posiblemente constitutivos de delito, faltas 
administrativas o procedimientos disciplinarios; 
 
VI. Fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones 
encargadas de la seguridad pública. 
 
 
Artículo 52 TER. Supuestos de activación obligatoria. 
 
Las personas integrantes de las Instituciones Policiales 
deberán mantener activadas las cámaras corporales 
desde el inicio hasta la conclusión de toda actuación 
policial, cuando ésta implique contacto directo con 
particulares. 
 
De manera enunciativa y no limitativa, deberán activarse 
durante: 
 
I. Detenciones; 
 
II. Revisiones o inspecciones preventivas; 
 
III. Cumplimiento de órdenes judiciales; 
 
IV. Cateos cuando participen como apoyo; 
 
V. Aseguramiento de bienes, objetos o indicios; 
 
VI. Traslado de personas detenidas; 
 
VII. Persecuciones; 
 
VIII. Operativos conjuntos; 
 
IX. Control de manifestaciones y concentraciones 
públicas; 
 
X. Cualquier intervención en la que exista uso o 
posibilidad del uso de la fuerza. 
 
La omisión de activar la cámara deberá justificarse por 
escrito en el Informe Policial correspondiente. 
 
 
Artículo 52 QUÁTER. Resguardo de la información. 
 
Las grabaciones obtenidas mediante cámaras corporales 
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constituyen evidencia digital y deberán conservarse bajo 
los principios de legalidad, autenticidad, integridad, 
disponibilidad, confidencialidad y cadena de custodia. 
 
Las Instituciones Policiales deberán contar con sistemas 
tecnológicos que impidan la alteración, eliminación o 
manipulación indebida de los archivos audiovisuales. 
 
Queda prohibido almacenar las grabaciones en 
dispositivos personales o ajenos a la infraestructura 
institucional. 
 
 
Artículo 52 QUINQUIES. Conservación y acceso. 
 
Las grabaciones deberán conservarse por un plazo 
mínimo de ciento ochenta días naturales. 
 
Cuando las grabaciones se encuentren relacionadas con 
investigaciones ministeriales, procedimientos 
administrativos, investigaciones de órganos internos de 
control, quejas por violaciones a derechos humanos o 
procesos jurisdiccionales, deberán preservarse hasta la 
conclusión definitiva del asunto. 
 
Únicamente podrán acceder a ellas: 
 
I. El Ministerio Público; 
 
II. La autoridad judicial competente; 
 
III. Los órganos internos de control; 
 
IV. Las autoridades competentes en materia de derechos 
humanos; 
 
V. Las demás autoridades facultadas por disposición 
legal. 
 
 
Artículo 52 SEXIES. Protección de datos personales. 
 
El tratamiento, conservación, consulta, transferencia y 
utilización de las grabaciones obtenidas mediante 
cámaras corporales deberá realizarse conforme a la 
legislación en materia de protección de datos personales 
y acceso a la información pública. 
 
Las grabaciones únicamente podrán utilizarse para fines 
de procuración de justicia, procedimientos 
administrativos, supervisión institucional, control 
disciplinario y protección de derechos humanos. 
 
Queda prohibida su difusión, reproducción o utilización 
para fines distintos a los previstos por la ley. 
 
 

15 



 
LIC. ARMANDO CORONA ARVIZU 

 DIPUTADO FEDERAL 

Artículo 52 SEPTIES. Responsabilidades. 
 
Constituyen infracciones al régimen disciplinario de las 
Instituciones Policiales: 
 
I. Desactivar deliberadamente la cámara corporal durante 
una actuación policial, sin causa legalmente justificada; 
 
II. Alterar, borrar, ocultar o destruir las grabaciones; 
 
III. Manipular el contenido de los archivos audiovisuales; 
 
IV. Omitir el resguardo de las grabaciones conforme a los 
protocolos institucionales; 
 
V. Difundir o compartir las grabaciones sin autorización 
legal. 
 
Las conductas previstas en este artículo serán 
sancionadas conforme al régimen de responsabilidades 
administrativas, sin perjuicio de las responsabilidades 
civiles o penales que resulten procedentes. 

 
DECRETO. 

 
ÚNICO. SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 49, 50 Y 52; Y SE ADICIONAN LOS 
ARTÍCULOS 52 BIS, 52 TER, 52 QUÁTER, 52 QUINQUIES, 52 SEXIES Y 52 
SEPTIES A LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA , PARA QUEDAR DE LA SIGUIENTE MANERA: 

 
Capítulo II 

Instituciones Policiales 
 
Artículo 49. Los cuerpos de policía de la Secretaría, de sus órganos administrativos 
desconcentrados, de la Fiscalía General de la República y de la Guardia Nacional 
se consideran Instituciones Policiales de la Federación, y tienen las siguientes 
funciones: 
 
I al VI. … 
 
VII. Portar y activar dispositivos de videograbación corporal durante las 
actuaciones policiales previstas en esta Ley, conforme a los principios de 
legalidad, objetividad, profesionalismo, respeto a los derechos humanos, 
protección de datos personales y cadena de custodia digital. 
 
VIII. Aquellas otras que establezca la demás legislación aplicable. 
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Artículo 50. Las Instituciones Policiales de las entidades federativas tendrán las 
siguientes funciones: 
 
I al XI. … 
 
XII. Portar y activar dispositivos de videograbación corporal durante toda 
actuación policial. 
 
XIII. Las establecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales y 
demás normas aplicables. 
 
 
 
Artículo 52. Las Instituciones Policiales de los municipios, cuando cuenten con ellas 
y de conformidad con la legislación local aplicable, tendrán las siguientes funciones: 
 
I al IV. … 
 
V. Portar y activar dispositivos de videograbación corporal durante la 
prestación del servicio policial y en cualquier intervención en la que exista 
contacto con particulares. 
 
VI. Las demás establecidas en otra normativa aplicable. 
 
 
Artículo 52 BIS. Uso obligatorio de cámaras corporales. 
 
Las Instituciones Policiales de la Federación, de las entidades federativas y de 
los municipios deberán dotar, de manera gradual y conforme a la 
disponibilidad presupuestaria, de cámaras corporales portátiles a las 
personas integrantes operativas de sus corporaciones. 
 
Las cámaras corporales tendrán por objeto: 
 
I. Documentar objetivamente las actuaciones policiales; 
 
II. Garantizar el respeto a los derechos humanos durante el ejercicio de la 
función policial; 
 
III. Fortalecer la legalidad, transparencia y rendición de cuentas; 
 
IV. Proteger la integridad jurídica tanto de la ciudadanía como de las personas 
integrantes de las Instituciones Policiales; 
 
V. Constituir evidencia digital para la investigación de hechos posiblemente 
constitutivos de delito, faltas administrativas o procedimientos disciplinarios; 
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VI. Fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones encargadas de la 
seguridad pública. 
 
 
Artículo 52 TER. Supuestos de activación obligatoria. 
 
Las personas integrantes de las Instituciones Policiales deberán mantener 
activadas las cámaras corporales desde el inicio hasta la conclusión de toda 
actuación policial, cuando ésta implique contacto directo con particulares. 
 
De manera enunciativa y no limitativa, deberán activarse durante: 
 
I. Detenciones; 
 
II. Revisiones o inspecciones preventivas; 
 
III. Cumplimiento de órdenes judiciales; 
 
IV. Cateos cuando participen como apoyo; 
 
V. Aseguramiento de bienes, objetos o indicios; 
 
VI. Traslado de personas detenidas; 
 
VII. Persecuciones; 
 
VIII. Operativos conjuntos; 
 
IX. Control de manifestaciones y concentraciones públicas; 
 
X. Cualquier intervención en la que exista uso o posibilidad del uso de la 
fuerza. 
 
La omisión de activar la cámara deberá justificarse por escrito en el Informe 
Policial correspondiente. 
 
 
Artículo 52 QUÁTER. Resguardo de la información. 
 
Las grabaciones obtenidas mediante cámaras corporales constituyen 
evidencia digital y deberán conservarse bajo los principios de legalidad, 
autenticidad, integridad, disponibilidad, confidencialidad y cadena de 
custodia. 
 
Las Instituciones Policiales deberán contar con sistemas tecnológicos que 
impidan la alteración, eliminación o manipulación indebida de los archivos 
audiovisuales. 
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Queda prohibido almacenar las grabaciones en dispositivos personales o 
ajenos a la infraestructura institucional. 
 
 
Artículo 52 QUINQUIES. Conservación y acceso. 
 
Las grabaciones deberán conservarse por un plazo mínimo de ciento ochenta 
días naturales. 
 
Cuando las grabaciones se encuentren relacionadas con investigaciones 
ministeriales, procedimientos administrativos, investigaciones de órganos 
internos de control, quejas por violaciones a derechos humanos o procesos 
jurisdiccionales, deberán preservarse hasta la conclusión definitiva del 
asunto. 
 
Únicamente podrán acceder a ellas: 
 
I. El Ministerio Público; 
 
II. La autoridad judicial competente; 
 
III. Los órganos internos de control; 
 
IV. Las autoridades competentes en materia de derechos humanos; 
 
V. Las demás autoridades facultadas por disposición legal. 
 
 
Artículo 52 SEXIES. Protección de datos personales. 
 
El tratamiento, conservación, consulta, transferencia y utilización de las 
grabaciones obtenidas mediante cámaras corporales deberá realizarse 
conforme a la legislación en materia de protección de datos personales y 
acceso a la información pública. 
 
Las grabaciones únicamente podrán utilizarse para fines de procuración de 
justicia, procedimientos administrativos, supervisión institucional, control 
disciplinario y protección de derechos humanos. 
 
Queda prohibida su difusión, reproducción o utilización para fines distintos a 
los previstos por la ley. 
 
 
Artículo 52 SEPTIES. Responsabilidades. 
 
Constituyen infracciones al régimen disciplinario de las Instituciones 
Policiales: 
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I. Desactivar deliberadamente la cámara corporal durante una actuación 
policial, sin causa legalmente justificada; 
 
II. Alterar, borrar, ocultar o destruir las grabaciones; 
 
III. Manipular el contenido de los archivos audiovisuales; 
 
IV. Omitir el resguardo de las grabaciones conforme a los protocolos 
institucionales; 
 
V. Difundir o compartir las grabaciones sin autorización legal. 
 
Las conductas previstas en este artículo serán sancionadas conforme al 
régimen de responsabilidades administrativas, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles o penales que resulten procedentes. 
 
 
 

TRANSITORIOS. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

 

 
Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de Julio de 2026. 

 
 

ATENTAMENTE. 
 
 

LIC. ARMANDO CORONA ARVIZU  
DIPUTADO FEDERAL 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y 

DEROGA, DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY NACIONAL DEL SISTEMA 

INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES  

Sergio Mayer Bretón, Diputado Federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de 
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario 
de MORENA, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 
artículos 55, 56 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración de esta H. Asamblea 
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas 
disposiciones de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes, en materia de régimen de consecuencias agravadas en delitos de alto 
impacto cometidos por adolescentes. 

Exposición de motivos 

Algo esta pasando con algunos de nuestros jóvenes que debemos analizar con la 
mayor responsabilidad y acompañamiento de autoridades y especialistas, con la 
finalidad de prevenir e inhibir su participación en actividades delictivas. 
 
Al respecto es esencial revisar y fortalecer las acciones dirigidas a los jóvenes, de 
manera prioritaria para contribuir a la recuperación de la seguridad, previniendo su 
participación en la comisión de delitos. 
 
Cuando un delito no se sanciona, se convierte en un incentivo para seguir 
delinquiendo, para la impunidad y lo mismo puede ocurrir cuando la sanción no es 
proporcional al daño causado. 
 
Diversos medios de comunicación han dado cuenta en años recientes de hechos 
delictivos que han impactado a la sociedad, que involucran a niños y adolescentes, 
como los sucedidos en dos instituciones educativas; el asesinato de un estudiante en 
el Colegio de Ciencias y Humanidades plantel sur en septiembre de 2025, así como 
el relativo de dos maestras en una escuela preparatoria en el Municipio de Lázaro 
Cárdenas Michoacán, en marzo de 2026. 
 
Entre otros lamentables casos, el crimen de Leyla Monserrat de 15 años de edad, en 
manos de dos “amigas” en Sonoyta Sonora, a mediados de 2025.  
 
Asimismo, en julio de 2026 Flaviano López, exmilitar y conductor de taxi por aplicación 
fue asesinado por tres adolescentes de 13, 15 y 16 años de edad, quienes fueron 
detenidos por la Fiscalía General del Estado (FGE) de Baja California. 
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En México, los delitos cometidos por menores de edad, se han incrementado de 
manera alarmante, entre 2018 y 2024, más de 2,400 menores de edad, fueron 
detenidos por portación de armas de fuego. 
 
En 2023, se abrieron 32,858 carpetas de investigación contra adolescentes, lo que 
representa un aumento del 17.77% respecto al año 2022. 
 
Los Estados con mayor número de casos son, Nuevo León, Estado de México, 
Guanajuato, Sonora y Jalisco. 
 
Asimismo, se ha identificado la participación de adolescentes como sicarios o 
halcones de organizaciones delictivas, al respecto también se ha señalado, en 
algunos casos que han actuado forzados por estas.  
 
Lo anterior ha derivado en una exigencia social, y como parte de ella el que los 
adolescentes sean juzgados como adultos, lo que resulta excesivo y con poco 
sustento, pero visibiliza una vertiente de urgente atención, con el objeto de prevenir, 
inhibir y detener esta incidencia delictiva, que compete en muchos casos a las 
autoridades competentes de las entidades federativas y, en otros, con el apoyo y 
coordinación con las instancias competentes del ámbito federal. 
 
Estimo aún estamos a tiempo de contribuir a la disminución de los delitos que 
involucran la participación de adolescentes, incluso niños como sujetos activos. 
 
Pero no podemos dejar de pensar en las víctimas y sus familias, principalmente en 
delitos de alto impacto, como homicidio doloso, feminicidio, violación, secuestro, 
extorsión o robo con violencia, entre otros, que dejan huellas imborrables y en muchos 
casos destruyen familias. 
 
Los jóvenes son actores clave para el cambio de paradigma que construimos para el 
futuro de nuestro país, por lo que debemos comprometernos con ellos y por supuesto, 
inhibir su participación en la comisión de delitos, fortaleciendo las políticas públicas 
pero también revisando la actualización del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes que corresponda a las dinámicas delictivas en las cuales se ha 
identificado su participación, a efecto de implementar medidas efectivas de 
reintegración social y familiar y, en su caso, en términos de la ley de la materia, 
sanciones privativas de la libertad proporcionales. 
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Estoy seguro que la actualización del Sistema permitirá avanzar hacia un mecanismo 
de respuesta proporcional en casos graves o de alto impacto, en que la lógica 
socioeducativa vigente es rebasada frente a la gravedad objetiva de los actos y al 
nivel de desarrollo acreditado por el adolescente responsable e impactará también en 
la recuperación de la seguridad. 
 
No se trata de juzgarlos como adultos, pero sí de revisar y actualizar el Sistema 
Integral de Justicia Penal vigente para que sus actos tengan consecuencias 
proporcionales a los delitos cometidos. 
 
Cabe reflexionar que el interés superior del menor es un principio rector en nuestro 
sistema jurídico, pero no fue visualizado e incorporado a los textos convencionales y 
constitucionales para aplicarse como un neutralizador del derecho, o como un 
legitimador automático y universal de excepciones a las reglas. 
 
Percibirlo de esa manera, generaría un efecto corruptor en el proceso, en perjuicio de 
la víctima y de la colectividad, por encima de los postulados constitucionales y 
convencionales que rigen el proceso penal. 
 
Especialistas y defensores de derechos humanos exponen diversos planteamientos 
desde la óptica del derecho a la reinserción social y el principio de protección a los 
niños y adolescentes, y los comparto, pero también están los derechos de las 
víctimas, familias destruidas por la pérdida de un familiar en circunstancias 
incomprensibles para la mayoría de las personas, incluso para la lógica, jóvenes 
asesinando jóvenes a quienes incluso no conocen, es decir, sin ni siquiera una mínima 
motivación, si pudiera haberla; jóvenes asesinando a maestras, u otras asesinando 
con todas las calificativas a una compañera por aparente envidia, grabando y 
difundiendo el hecho y pretendiendo después ocultar el cadáver y otros casos 
igualmente graves y reprochables. 
 
Lamentable referir los hechos, pero más lastimoso será hacer que no los vemos, 
apostando al olvido, y a que simplemente no vuelvan a ocurrir. 
 
Reitero, algo esta pasando con algunos de nuestros jóvenes que debemos atender 
con la mayor responsabilidad. 
 
Y de ninguna manera la presente iniciativa pretende criminalizarlos, pues en mi 
convicción son el motor de la sociedad y esperanza de sus familias, pero debemos 
poner atención en diversos delitos que han ocurrido y que debemos evitar se sigan 
cometiendo. 
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Algunos países han endurecido las sanciones para menores de edad, y han reducido 
la edad de imputabilidad como consecuencia del aumento de la delincuencia juvenil 
y el reclutamiento de jóvenes por organizaciones criminales. 
 
En Suecia se redujo la edad de responsabilidad penal de 15 a 14 años, para delitos 
graves. 
 
En Bolivia, Chile, Colombia, Paraguay, Perú y Venezuela redujeron la edad de 
imputabilidad a los 14 años. 
 
En Argentina se mantiene la edad de punibilidad en 16 años, pero se han 
intensificado los debates para bajarla debido a la participación de menores en delitos 
de sangre. 
 
En Chile se aplican agravantes a menores de edad, en todos los delitos del Código 
Penal. 
 
En Estados Unidos, la edad de responsabilidad depende de cada estado, algunos 
sin edad mínima establecida, en Carolina del Norte, la edad mínima para enfrentar un 
proceso penal juvenil es de 10 años, sin embargo, con la reforma “Raise the age”, 
los jóvenes de 16 y 17 años son procesados como adultos cuando cometen delitos 
graves. 
 
En Europa, países como España, Bélgica y Portugal, sitúan la edad de 
responsabilidad penal en los 14 o 16 años, enfocándose en la rehabilitación. 
 
Al respecto, una propuesta que han construido estudiosos del derecho en México es 
la estructuración de un régimen excepcional y estrictamente acotado de 
consecuencias agravadas para adolescentes mayores de catorce años que sean 
imputados por la comisión o participación en delitos de alto impacto, o que afectan 
bienes jurídicos fundamentales, como los contemplados en el artículo 164 de la Ley 
objeto de la presente.  
 
La discusión sobre si los adolescentes deben enfrentar consecuencias penales 
equivalentes a las de un adulto cuando cometen delitos graves o de alto impacto 
resurge de manera cíclica en el debate público mexicano, su recurrencia, sin 
embargo, no ha producido hasta ahora una respuesta jurídica articulada y 
técnicamente viable.  
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El aumento en la comisión de delitos por parte de adolescentes, algunos cometidos 
con extrema frialdad y crueldad que dan sustento a la presente iniciativa, no está en 
los fundamentos del sistema sino en su capacidad de respuesta frente a conductas 
que desbordan los supuestos sobre los que fue diseñado.  
 
El modelo socioeducativo planteado en el artículo 18 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos fue concebido para atender conductas cuya comisión por un 
adolescente puede explicarse razonablemente por la inmadurez del desarrollo, la 
influencia del entorno y la ausencia de recursos personales para resistir la presión 
social. Esos son los casos que el sistema atiende bien y que constituyen la mayoría 
de los asuntos que ingresan al sistema de justicia para adolescentes. 
 
Sin embargo, el sistema actual implica sujetar a procedimiento bajo ese mismo 

paradigma conductas que presentan características radicalmente distintas: un 

homicidio doloso planificado con anticipación, una violación cometida con crueldad 

calculada, un secuestro operado dentro de una organización criminal, una extorsión 

sistemática sobre negocios, un feminicidio, entre otros. 

En estos casos, el elemento de la edad convive con niveles de comprensión del daño, 

de instrumentalización de la víctima y de inserción en dinámicas de violencia que el 

modelo socioeducativo ordinario no fue diseñado para atender con eficacia. 

La propuesta objeto de la presente preserva en lo general el sistema integral de 
justicia para adolescentes, sus garantías específicas y sus fines de reinserción, 
planteando un aumento en la sanción de internamiento como mecanismo de 
respuesta proporcional ante delitos graves y de alto impacto que por su naturaleza y 
gravedad el modelo socioeducativo estándar no fue diseñado para atender. 
 
Tratarlos bajo el mismo paradigma que conductas de menor entidad genera una 
tensión que el sistema debe reconocer, porque negarla no la resuelve. 
 
El aumento de sanción en internamiento en delitos de alto impacto, ya contemplados 
en el artículo 164 de la ley objeto de la presente tiende a ocupar ese espacio 
intermedio con rigor técnico: preservar los fundamentos del sistema integral de justicia 
para adolescentes y, al mismo tiempo, introducir un mecanismo de respuesta 
proporcional para aquellos casos extremos en que la lógica socioeducativa ordinaria 
resulta insuficiente frente a la gravedad objetiva del hecho y al nivel de desarrollo 
acreditado del adolescentes. 
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El problema que da origen a la presente iniciativa no está en los fundamentos del 

sistema sino en su capacidad de respuesta frente a conductas que desbordan los 

supuestos sobre los que fue diseñado. El modelo socioeducativo fue concebido para 

atender conductas cuya comisión por un adolescente puede explicarse 

razonablemente por la inmadurez del desarrollo, la influencia del entorno y la ausencia 

de recursos personales para resistir la presión social. Esos son los casos que el 

sistema atiende bien y que constituyen la inmensa mayoría de los asuntos que 

ingresan al sistema de justicia para adolescentes. 

Esa tensión tiene un costo concreto, la víctima percibe que el Estado le reconoce 

protección en el discurso y le ofrece respuestas que no guardan proporción con la 

gravedad de lo sufrido. La sociedad advierte una asimetría que con el tiempo erosiona 

la confianza en la legitimidad del sistema, en razón de lo cual el propio modelo de 

justicia para adolescentes, que tiene avances importantes, queda expuesto a 

cuestionamientos que se vuelven difíciles de responder cuando los casos son 

extremos. 

Las reformas y adiciones a la ley objeto de la presente garantizan la proporcionalidad 

del mecanismo y su compatibilidad con el marco constitucional y convencional 

vigente, de manera relevante estableciendo la realización de la evaluación pericial 

para acreditar en el adolescente, un grado de desarrollo cognitivo, emocional y volitivo 

que le permitió comprender el carácter ilícito del hecho y conducirse conforme a esa 

comprensión.  

Al respecto, se tiene presente que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

sido consistente en exigir que cualquier régimen agravado para adolescentes esté 

condicionado a la verificación individualizada de la capacidad de comprensión del 

menor, principio atendido en la presente Iniciativa. 

Asimismo, el aumento de sanciones en determinados delitos requiere resolución del 

órgano jurisdiccional especializado, fundada y motivada, con intervención del 

defensor especializado en justicia para adolescentes y previa audiencia del propio 

adolescente.  

El internamiento podrá ser revisado y, en su caso, sustituida la medida a partir de que 

el adolescente cumpla la mitad del internamiento que le haya sido impuesto.   

Lo anterior, a efecto de evaluar la evolución del adolescente y ajustar las 

consecuencias en función de esa evolución.  
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La finalidad de reinserción y reintegración social y familiar permanece como eje rector 

de las modificaciones. Las medidas no son penas en sentido estricto: son respuestas 

orientadas a la persona del adolescente, con un techo más alto derivado de la 

gravedad acreditada del hecho, pero con la misma orientación teleológica que el 

sistema general. 

En términos de lo expuesto, la iniciativa tiene los siguientes objetivos: 

 Precisar que el internamiento podrá ser impuesto cuando se cometa algunos de 

los delitos descritos en el artículo 164. 
 

 Precisar que tratándose de los delitos descritos en el artículo antes citado, serán 

aplicados los plazos de prescripción dispuestos en la legislación penal del ámbito 

estatal o federal según corresponda. 
 

 Aumentar de cinco, a seis meses el plazo durante el cual podrá aplicarse la prisión 

preventiva. 
 

 Derogar la prohibición para la imposición del arraigo. 

 

Si bien el arraigo es una medida cautelar restrictiva de la libertad, se estima de 

menor impacto que el internamiento preventivo en algún centro, incluso facilitaría 

la supervisión por parte de la familia del adolescente sujeto a procedimiento.  
 

Estamos ciertos de las propuestas para eliminar dicha medida, sin embargo debe 

evaluarse en algunos casos su imposición con las medidas de supervisión y por 

parte del órgano jurisdiccional. 
 

 Precisar que no serán aplicables criterios de oportunidad, cuando se trate de la 

comisión o participación en los delitos contemplados en el artículo 164 de la Ley, 

excepto cuando el imputado haya sufrido como consecuencia directa del hecho 

delictivo un daño físico o psicoemocional grave, o haya contraído una enfermedad 

terminal que torne notoriamente innecesaria o desproporcional la aplicación de 

una sanción.  

 Establecer como excepción la punibilidad en los casos de tentativa, cuando se 
trate de los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente ley. 
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 Disponer que la duración del internamiento podrá ser de la mitad del mínimo hasta 
la mitad del máximo de la sanción corporal que corresponda, cuando se trate de 
la comisión o participación en los delitos contemplados en el artículo 164 de la 
presente ley.  

 
 Establecer una excepción para que la sanción de internamiento pueda ser 

revisada para su posible sustitución por estancia domiciliaria, a partir de que el 
adolescente cumpla la mitad de la sanción impuesta.  

Para identificar con claridad las modificaciones propuestas, se presenta el siguiente 
cuadro comparativo: 

Ley Nacional del Sistema Integral de 
Justicia Penal para Adolescentes 

 

Texto vigente 
 

 
Propuestas de modificación 

Artículo 107. Las medidas privativas de 
libertad 
 

Las medidas privativas de la libertad 
deberán evitarse y limitarse en los 
términos establecidos en esta Ley, 
debiéndose aplicar medidas cautelares y 
de sanción menos gravosas siempre que 
sea posible. Las medidas privativas de la 
libertad serán aplicadas por los periodos 
más breves posibles. 
 

Artículo 107. Las medidas privativas de 
libertad 
 

Las medidas privativas de la libertad 
deberán evitarse y limitarse en los 
términos establecidos en esta Ley, 
debiéndose aplicar medidas cautelares y 
de sanción menos gravosas siempre que 
sea posible. Las medidas privativas de la 
libertad serán aplicadas por los periodos 
más breves posibles. 
 

Para los efectos de esta Ley, podrá ser 
aplicado el internamiento por los 
delitos previstos en el artículo 164 de la 
presente. 
 

Artículo 109. Plazos especiales de 
prescripción 
 

Atendiendo a las reglas de prescripción 
establecidas en las legislaciones penales 
aplicables y teniendo en cuenta la edad de 
la persona adolescente al momento de la 
comisión de la conducta, la prescripción 
de la acción penal se ajustará a lo 
siguiente: 

Artículo 109. Plazos especiales de 
prescripción 
 

... 
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I. Para las personas adolescentes del 
Grupo etario I, la prescripción de la acción 
penal, en ningún caso, podrá exceder de 
un año; 
 

II. Para las personas adolescentes del 
Grupo etario II, la prescripción de la acción 
penal, en ningún caso, podrá exceder de 
tres años; 
III. Para adolescentes del Grupo etario 
III, la prescripción de la acción penal, en 
ningún caso, podrá exceder de cinco años. 
 

Lo previsto en las fracciones anteriores 
aplicará para las conductas cometidas por 
las personas adolescentes de 
conformidad con la presente Ley. En los 
demás casos, la prescripción será de un 
año. 
 

Tratándose de delitos sexuales o de trata 
de personas cometidos por adolescentes 
en contra de niñas, niños y adolescentes, 
el plazo de prescripción empezará a correr 
cuando la víctima cumpla dieciocho años. 
 

 

I. … a III. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
En el caso de los delitos previstos en el 
artículo 164 de la presente, se aplicarán 
los plazos de prescripción dispuestos 
en la legislación penal que 
corresponda, para las personas 
adolescentes de los grupos etarios II y 
III. 
 

Artículo 122. Reglas para la imposición 
del internamiento preventivo 
 

A ninguna persona adolescente menor de 
catorce años le podrá ser impuesta la 
medida cautelar de prisión preventiva. 
 

A las personas adolescentes mayores de 
catorce años, les será impuesta la medida 
cautelar de internamiento preventivo, de 
manera excepcional y sólo por los delitos 
que ameriten medida de sanción de 
internamiento de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley y únicamente 
cuando otras medidas cautelares no sean 

Artículo 122. Reglas para la imposición 
del internamiento preventivo 
 
... 
 
 
 
… 
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suficientes para garantizar la 
comparecencia de la persona adolescente 
en el juicio o en el desarrollo de la 
investigación, la protección de la víctima, 
o de los testigos o de la comunidad. En los 
casos que proceda la medida de sanción 
de internamiento, podrá ser aplicada la 
prisión preventiva, siempre y cuando 
exista necesidad de cautela. 
 
 
 
 
El Ministerio Público deberá favorecer en 
su propuesta una medida cautelar 
diferente a la prisión preventiva, o en su 
caso, justificar la improcedencia de estas 
para poder iniciar el debate de la 
imposición de la prisión preventiva. 
 
 
 
 
 
La prisión preventiva se aplicará hasta por 
un plazo máximo de cinco meses. Si 
cumplido este término no se ha dictado 
sentencia, la persona adolescente será 
puesta en libertad de inmediato mientras 
se sigue el proceso, pudiéndosele imponer 
otras medidas cautelares. 
 

No se aplicarán a las personas 
adolescentes los supuestos de prisión 
preventiva oficiosa establecidos en el 
artículo 19 de la Constitución. 
 

Las medidas de prisión preventiva no 
podrán combinarse con otras medidas 
cautelares y deberá ser cumplida en 
espacios diferentes a las destinadas al 
cumplimiento de las medidas de sanción 
de internamiento. 

 
 
 
 
 
 
 
 
El internamiento preventivo podrá 
imponerse tratándose de los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente.  
 
El Ministerio Público deberá favorecer en 
su propuesta una medida cautelar 
diferente a la prisión preventiva, o en su 
caso, justificar la improcedencia de estas 
para poder iniciar el debate de la 
imposición de la prisión preventiva, 
excepto cuando se trate de la comisión 
o participación en los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente ley.  
 
La prisión preventiva se aplicará hasta por 
un plazo máximo de seis meses. Si 
cumplido este término no se ha dictado 
sentencia, la persona adolescente será 
puesta en libertad de inmediato mientras 
se sigue el proceso, pudiéndosele imponer 
otras medidas cautelares. 
 

... 
 
 
 
 

… 
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Artículo 125. Prohibición del arraigo 
 

Por ningún motivo las disposiciones 
relativas al arraigo serán aplicables en el 
caso de las personas adolescentes. 
 

Se deroga. 

Artículo 128. Criterios de Oportunidad 
 
Además de los casos en los que proceda 
la aplicación de los criterios de 
oportunidad, de acuerdo con el Código 
Nacional, el Ministerio Público podrá 
también prescindir de la acción penal 
cuando se trate de conductas atribuidas a 
adolescentes que no lesionen o pongan 
gravemente en riesgo el bien jurídico 
tutelado y que puedan ser consideradas 
como parte del proceso de desarrollo y 
formación. 
 

Artículo 128. Criterios de Oportunidad  
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
No procederán los criterios de 
oportunidad, cuando se trate de la 
comisión o participación en los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente Ley, excepto cuando el 
imputado haya sufrido como 
consecuencia directa del hecho 
delictivo un daño físico o 
psicoemocional grave, o haya 
contraído una enfermedad terminal que 
torne notoriamente innecesaria o 
desproporcional la aplicación de una 
sanción.  
 

Artículo 145. Reglas para la 
determinación de Medidas de Sanción 
 
En ningún caso podrán imponerse 
medidas de sanción privativa de libertad a 
la persona que al momento de la comisión 
de la conducta tuviere entre doce años 
cumplidos y menos de catorce años. La 
duración máxima de las medidas de 

Artículo 145. Reglas para la 
determinación de Medidas de Sanción 
 
… 
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sanción no privativas de libertad que se 
podrá imponer en estos casos es de un 
año y solo podrá imponer una medida de 
sanción. 
 
Para las personas que al momento de la 
comisión de la conducta tuvieren entre 
catorce años y menos de dieciocho años, 
el Juez podrá imponer el cumplimiento de 
hasta dos medidas de sanción. Podrá 
determinar el cumplimiento de medidas de 
sanción no privativas de la libertad y 
privativas de libertad de forma simultánea, 
alterna o sucesiva, siempre que sean 
compatibles y la duración conjunta de las 
mismas se ajuste a lo dispuesto en el 
presente artículo. 
 

Las medidas privativas de libertad se 
utilizarán como medida extrema y por el 
tiempo más breve que proceda. 

 

La duración máxima de las medidas de 
sanción que se podrá imponer a la 
persona que al momento de la comisión de 
la conducta tuviere entre catorce años 
cumplidos y menos de dieciséis años, será 
de tres años. 
 

La duración máxima de las medidas de 
sanción que se podrá imponer a las 
personas adolescentes que al momento 
de la comisión de la conducta tuvieren 
entre dieciséis años y menos de dieciocho 
años será de cinco años. 
 

Las medidas de sanción privativas de 
libertad solo podrán imponerse por las 
conductas establecidas en el artículo 164 
de esta Ley. 

 

 
 
 

 
 
 
… 
  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 

 
 
 

… 
 

 
 
 
 

 
… 
 
 
 
 
 
 

… 
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Para la tentativa punible no procederá la 
imposición de las medidas de sanción 
privativas de libertad. 

 
 

 
 
La duración máxima del internamiento 
podrá ser de hasta cinco años en los 
casos de homicidio calificado, violación 
tumultuaria, en los casos de secuestro; 
hechos señalados como delitos en materia 
de trata de personas y delincuencia 
organizada. 
 

Para la tentativa punible no procederá la 
imposición de las medidas de sanción 
privativas de libertad, excepto cuando se 
trate de la comisión o participación en 
los delitos contemplados en el artículo 
164 de la presente ley. 
 
La duración del internamiento podrá ser de 
la mitad del mínimo hasta la mitad del 
máximo de la medida corporal que 
corresponda, cuando se trate de la 
comisión o participación en los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente ley.  
 

Artículo 148. Criterios para la 
imposición e individualización de la 
medida de sanción 
 
Para la individualización de la medida de 
sanción el Órgano Jurisdiccional debe 
considerar: 
 

I. Los fines establecidos en esta Ley; 
 

II. La edad de la persona adolescente 
y sus circunstancias personales, 
familiares, económicas y sociales así 
como su vulnerabilidad, siempre a su 
favor; 
 

III. La comprobación de la conducta y 
el grado de la participación de la persona 
adolescente; 
 

IV. Las características del caso 
concreto, las circunstancias y la gravedad 
del hecho; 
 

V. Las circunstancias en que el hecho 
se hubiese cometido, tomando 
especialmente en cuenta aquellas que 
atenúen o agraven la responsabilidad; 

Artículo 148. Criterios para la 
imposición e individualización de la 
medida de sanción 
 
Para la individualización de la medida de 
sanción el Órgano Jurisdiccional debe 
considerar: 
 

I. a VI. … 
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VI. La posibilidad de que la medida de 
sanción impuesta sea posible de ser 
cumplida por la persona adolescente; 
 
VII. El daño causado por la persona 
adolescente y sus esfuerzos por repararlo, 
y 
 
VIII. Cualquier otro supuesto que 
establezca la legislación penal, siempre 
que no sea contrario a los principios y fines 
de esta Ley. 
 
 
 
 
 
 

Especialmente, se deberá considerar 
sustituir la medida de sanción de 
internamiento, de conformidad con los 
artículos 208 y 209 de esta Ley, en los 
siguientes casos: 
 

a) Cuando se trate de una 
adolescente gestante; 
 

b) Cuando se trate de una 
adolescente madre, única cuidadora o 
cuidadora principal de su hija o hijo, o 
 

c) Cuando se trate de una 
adolescente madre de una niña o niño con 
discapacidad. 
 

 
 
 
 
VII. El daño causado por la persona 
adolescente y sus esfuerzos por repararlo,  
 
 
VIII. La evaluación pericial favorable del 
grado de desarrollo del adolescente, y 
 
 
IX. Cualquier otro supuesto que 
establezca la legislación penal, siempre 
que no sea contrario a los principios y fines 
de esta Ley. 
 

… 
 
 
 
 
 
 

a) a c). …  
 
 

Artículo 156. Reincidencia 
 

Para la determinación de las medidas de 
sanción a las personas adolescentes, no 
se aplicarán las disposiciones relativas a 
la reincidencia, ni podrán ser en ningún 
caso considerados delincuentes 
habituales. 

Artículo 156. Reincidencia 
 

En caso de reincidencia la sanción 
aplicable por el nuevo delito cometido se 
incrementará hasta en una cuarta parte.  
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Artículo 164. Internamiento 
 
El internamiento se utilizará como medida 
extrema y por el tiempo más breve que 
proceda a las personas adolescentes que 
al momento de habérseles comprobado la 
comisión de hechos señalados como 
delitos, se encuentren en el grupo etario II 
y III. El Órgano Jurisdiccional deberá 
contemplar cuidadosamente las causas y 
efectos para la imposición de esta medida, 
procurando imponerla como última opción.  
 
Se ejecutará en Unidades exclusivamente 
destinadas para adolescentes y se 
procurará incluir la realización de 
actividades colectivas entre las personas 
adolescentes internas, a fin de fomentar 
una convivencia similar a la practicada en 
libertad. 
 
Para los efectos de esta Ley, podrá ser 
aplicado el internamiento en los siguientes 
supuestos, previstos en la legislación 
federal o sus equivalentes en las 
entidades federativas: 
 
 
 
 
 
 
 
 
a) De los delitos previstos en la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro, 
Reglamentaria de la fracción XXI del 
artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 
 
 

Artículo 164. Internamiento 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
Para los efectos de la presente Ley, la 
duración del internamiento cuando se 
trate de la comisión o participación en 
los delitos siguientes, podrá ser de la 
mitad del mínimo hasta la mitad del 
máximo de la medida corporal que 
corresponda en la legislación federal o 
su equivalente en las entidades 
federativas, cuando se trate de la 
comisión o participación en los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente ley. 
 

a) a j) … 
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b) De los delitos previstos en la Ley 
General para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar los Delitos en Materia de Trata 
de Personas y para la Protección y 
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; 
 

c) Terrorismo, en términos del Código 
Penal Federal; 
 

d) Extorsión agravada, cuando se 
comete por asociación delictuosa; 
 

e) Contra la salud, previsto en los 
artículos 194, fracciones I y II, 195, 196 
Ter, 197, primer párrafo del Código Penal 
Federal y los previstos en las fracciones I, 
II y III del artículo 464 Ter y en los artículos 
475 y 476 de la Ley General de Salud; 
 

f) Posesión, portación, fabricación, 
importación y acopio de armas de fuego 
prohibidas y/o de uso exclusivo del 
Ejército, Armada o Fuerza Aérea; 
 

g) Homicidio doloso, en todas sus 
modalidades, incluyendo el feminicidio; 
 

h) Violación sexual; 
 

i) Lesiones dolosas que pongan en 
peligro la vida o dejen incapacidad 
permanente, y 
 

j) Robo cometido con violencia física. 
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Artículo 215. Sustitución de la medida 
de sanción de internamiento por 
estancia domiciliaria 
 
La sustitución de la medida de sanción de 
internamiento por la medida de estancia 
domiciliaria procederá, a juicio del Órgano 
Jurisdiccional, cuando la segunda se 
considere más conveniente para la 
reinserción y la reintegración social y 
familiar de la persona adolescente. 

 
La Autoridad Administrativa hará los 
estudios pertinentes para informar al Juez 
si la familia de la persona adolescente está 
en posibilidad de hacerse cargo de la 
aplicación de esta medida o si ello resulta 
conveniente. 
 
Sin correlativo. 

Artículo 215. Sustitución de la medida 
de sanción de internamiento por 
estancia domiciliaria 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
Tratándose de la sanción de 
internamiento por la comisión o 
participación en los delitos  
contemplados en el artículo 164 de la 
presente, la sustitución podrá ser 
evaluada, a partir de que se haya dado 
cumplimiento a la mitad de la sanción 
que le haya sido impuesto.  
 

En todo caso la Autoridad 
Administrativa dictará las medidas de 
supervisión necesarias orientadas a la 
reinserción del adolescente por parte 
de personal especializado, así como las 
medidas o dispositivos de seguridad 
para prevenir su posible evasión. 
 

En caso de incumplimiento de las 
medidas de supervisión o de seguridad 
por parte del adolescente, se podrá 
revocar la estancia domiciliaria. 
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Artículo 227. Audiencia de 
modificación de la medida 

 
El Juez de Ejecución, de oficio, revisará 
anualmente las medidas de sanción 
impuestas; en esta audiencia con base en 
el interés superior de la niñez, evaluará las 
condiciones, retos y obstáculos que ha 
enfrentado la persona adolescente en el 
cumplimiento de su medida y evaluará la 
posibilidad de sustituirla por otra menos 
grave. 
 

Artículo 227. Audiencia de 
modificación de la medida 

 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 

Tratándose de la sanción de 
internamiento por la comisión o 
participación en los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la 
presente, la sustitución podrá ser 
revisada a partir de que se haya dado 
cumplimiento a la mitad de la sanción 
que le haya sido impuesto.  
 

 
En el ámbito de mis atribuciones seguiré impulsando la estructuración de un marco 
jurídico que promueva el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes y 
garantice el ejercicio pleno de sus derechos, en condiciones de paz y seguridad, lo 
anterior exige también tomar medidas para inhibir la comisión de delitos que afectan 
bienes jurídicos fundamentales y cerrar los espacios de impunidad que son 
aprovechados por la delincuencia común y organizada. 
 
Reconocer que a travesamos momentos difíciles en materia de seguridad y que día 
a día las instituciones de seguridad, policías y elementos de las Fuerzas Armadas 
Permanente redoblan esfuerzos para combatir a la delincuencia común y organizada, 
lo que requiere también de la actualización de nuestro marco jurídico, en el caso que 
nos ocupa a la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes. 
 
La seguridad sigue siendo una de las demandas más sensibles de la sociedad 
mexicana y es condición indispensable para el desarrollo nacional.  
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Es lamentable enterarnos a través de los medios de comunicación de la comisión de 
delitos, cada vez más recurrente, por parte de adolescentes e incluso niños, y será 
esencial fortalecer las políticas públicas orientadas a la prevención de conductas 
antisociales que cambien esta realidad. Tengo la certeza que de manera progresiva 
estaremos recuperando las condiciones de seguridad que todos merecemos y 
alejando a nuestros niños, niñas y adolescentes de conductas delictivas.  
 
Las modificaciones en los términos planteados, tiene como finalidad equilibrar los 
derechos de las víctimas y sus familias, preservando, como quedo expresado 
anteriormente, el sistema integral de justicia penal para adolescentes, sus garantías 
específicas y sus fines de reinserción, planteando un aumento en la sanción de 
internamiento como mecanismo de respuesta proporcional ante delitos graves y de 
alto impacto. 
 
Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Honorable 
Asamblea la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto: 
 
Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes, 
 
Único.- Se reforman el último párrafo del artículo 109, el tercer y cuarto párrafo del 
artículo 122, que pasarán a ser quinto y sexto; el último y penúltimo párrafos del 
artículo 145, la fracción VIII del artículo 148, el artículo 156, el párrafo tercero del 
artículo 164; se adicionan un segundo párrafo al artículo 107, un párrafo tercero al 
artículo 122, un segundo párrafo al artículo 128, una fracción IX al artículo 148, tres 
párrafos al artículo 215 y un segundo párrafo al artículo 227;  y se deroga el artículo 
125, todos de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes, para quedar como sigue:  
 
Artículo 107. Las medidas privativas de libertad 
 
… 
 
Para los efectos de esta Ley, podrá ser aplicado el internamiento por los delitos 
previstos en el artículo 164 de la presente. 
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Artículo 109. Plazos especiales de prescripción 
 
... 
 
I. … a III. … 
 
… 
 
En el caso de los delitos previstos en el artículo 164 de la presente, se aplicarán 
los plazos de prescripción dispuestos en la legislación penal que corresponda, 
para las personas adolescentes de los grupos etarios II y III. 
 
Artículo 122. Reglas para la imposición del internamiento preventivo 
 
... 
 
… 
 
El internamiento preventivo podrá imponerse tratándose de los delitos 
contemplados en el artículo 164 de la presente.  
 
El Ministerio Público deberá favorecer en su propuesta una medida cautelar diferente 
a la prisión preventiva, o en su caso, justificar la improcedencia de estas para poder 
iniciar el debate de la imposición de la prisión preventiva, excepto cuando se trate 
de la comisión o participación en los delitos contemplados en el artículo 164 de 
la presente ley.  
 
La prisión preventiva se aplicará hasta por un plazo máximo de seis meses. Si 
cumplido este término no se ha dictado sentencia, la persona adolescente será puesta 
en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, pudiéndosele imponer otras 
medidas cautelares. 
 
... 
… 
 
Artículo 125. Prohibición del arraigo 

 
Se deroga. 
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Artículo 128. Criterios de Oportunidad  
 
… 
 
No procederán los criterios de oportunidad, cuando se trate de la comisión o 
participación en los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente Ley, 
excepto cuando el imputado haya sufrido como consecuencia directa del hecho 
delictivo un daño físico o psicoemocional grave, o haya contraído una 
enfermedad terminal que torne notoriamente innecesaria o desproporcional la 
aplicación de una sanción.  
 
Artículo 145. Reglas para la determinación de Medidas de Sanción 
 
… 
 
… 
  
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Para la tentativa punible no procederá la imposición de las medidas de sanción 
privativas de libertad, excepto cuando se trate de la comisión o participación en 
los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente ley. 
 
La duración del internamiento podrá ser de la mitad del mínimo hasta la mitad del 
máximo de la medida corporal que corresponda, cuando se trate de la comisión 
o participación en los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente ley.  
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Artículo 148. Criterios para la imposición e individualización de la medida de 
sanción 
 
Para la individualización de la medida de sanción el Órgano Jurisdiccional debe 
considerar: 
 
I. a VI. …Los fines establecidos en esta Ley; 
 
VII. El daño causado por la persona adolescente y sus esfuerzos por repararlo,  
 
VIII. La evaluación pericial favorable del grado de desarrollo del adolescente, y 
 
IX. Cualquier otro supuesto que establezca la legislación penal, siempre que no 
sea contrario a los principios y fines de esta Ley. 
 
… 
 
a) a c). …  
 
Artículo 156. Reincidencia 
 
En caso de reincidencia la sanción aplicable por el nuevo delito cometido se 
incrementará hasta en una cuarta parte.  
 
Artículo 164. Internamiento 
 
… 
 
… 
 
Para los efectos de la presente Ley, la duración del internamiento cuando se trate 
de la comisión o participación en los delitos siguientes, podrá ser de la mitad 
del mínimo hasta la mitad del máximo de la medida corporal que corresponda 
en la legislación federal o su equivalente en las entidades federativas, cuando 
se trate de la comisión o participación en los delitos contemplados en el artículo 
164 de la presente ley. 
 
a) a j) … 
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Artículo 215. Sustitución de la medida de sanción de internamiento por estancia 
domiciliaria 
 

… 
 

… 
 
Tratándose de la sanción de internamiento por la comisión o participación en 
los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente, la sustitución podrá 
ser evaluada, a partir de que se haya dado cumplimiento a la mitad de la sanción 
que le haya sido impuesto.  
 
En todo caso la Autoridad Administrativa dictará las medidas de supervisión 
necesarias orientadas a la reinserción del adolescente por parte de personal 
especializado, así como las medidas o dispositivos de seguridad para prevenir 
su posible evasión. 
 
En caso de incumplimiento de las medidas de supervisión o de seguridad por 
parte del adolescente se podrá revocar la estancia domiciliaria. 
 
Artículo 227. Audiencia de modificación de la medida 

 

… 
 
Tratándose de la sanción de internamiento por la comisión o participación en 
los delitos contemplados en el artículo 164 de la presente, la sustitución podrá 
ser revisada a partir de que se haya dado cumplimiento a la mitad de la sanción 
que le haya sido impuesto.  
 
Transitorios 
 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
 
 

Sergio Mayer Bretón 
Diputado Federal 

 
Salón de Sesiones de la Comisión Permanente, a 17 de julio de 2026. 
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